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1.1.2.1.5 Los procedimientos de revisión en garantía de los derechos del contribuyente

En el expediente de queja 17/1915, el interesado nos exponía que sus padres presentaron escrito de 
solicitud de devolución de ingresos indebidos e intereses de demora ante el Servicio Provincial de Gestión y 
Recaudación de la Diputación Provincial de Jaén, resolviendo éste respecto a la devolución de ingresos indebidos 
por el principal, pero no sobre los intereses de demora que demandaban.

Admitida a trámite la queja y solicitado informe al Servicio, el mismo nos comunicaba que mediante resolución 
notificada a los interesados les reconocía devolución de ingresos indebidos de recibos en concepto de IBI, 
ejercicios 2012-2013-2014-2015, denegando la liquidación/devolución de intereses de demora que solicitaban 
también.

Básicamente fundamentaba tal resolución el Servicio, en el hecho siguiente:

“(..) devolución de ingresos dimanante de la anulación de liquidaciones cuya causa es una errónea valoración 
llevada a cabo por la Gerencia Territorial del Catastro, si bien es procedente la devolución del exceso 
ingresado como ya se hizo en fecha 16/02/2016, por cuanto ha de proceder a la misma quien tuviera 
asumida su recaudación en el momento de producirse el ingreso, no ocurre lo mismo con los intereses 
solicitados ya que, en el sentido expuesto, la responsabilidad por demora ha de imputarse al causante de la 
misma y este Organismo no ha tenido intervención alguna en el acto de gestión catastral erróneo llevado a 
cabo por un órgano inserto en el seno de la Administración del Estado. En cuanto a los intereses de demora 
en que pudiera incurrir este Organismo por la tardanza en proceder al pago de la devolución solicitada, no 
han transcurrido tampoco los seis meses previstos en el artículo 31.2 de la Ley 58/2.003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, desde que en fecha 28 de septiembre de 2015 se solicitó la devolución a la fecha de la 
resolución del reconocimiento del derecho a la devolución que fue 16 de febrero de 2016, para proceder al 
abono de los mismos”.

En las actuaciones vistos los antecedentes, y en base a nuestras Consideraciones efectuadas en el expediente de 
queja sobre el régimen jurídico de los ingresos indebidos y en especial el de liquidación los intereses de demora, 
comunicamos al Servicio concernido, lo siguiente:

“Otra función más, también incorporada bajo el paraguas de la gestión tributaria por mandato legislativo, y 
con ocasión de los procedimientos de devolución de ingresos indebidos, es la de liquidación de los intereses 
de demora (artículo 221.5 de la LGT), que ha de realizarse de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2 del 
artículo 32 de la citada Ley, que dispone:

«2. Con la devolución de ingresos indebidos la Administración tributaria abonará el interés de demora 
regulado en el artículo 26 de esta ley, sin necesidad de que el obligado tributario lo solicite. A estos 
efectos, el interés de demora se devengará desde la fecha en que se hubiese realizado el ingreso indebido 
hasta la fecha en que se ordene el pago de la devolución».

En ese sentido, hemos de tener en cuenta que, en aplicación de los preceptos legales señalados, y del desarrollo 
reglamentario de los mismos, ... el contenido del derecho a la devolución de ingresos indebidos queda integrado 
por el importe del tal ingreso, las costas si se realizó durante el procedimiento de apremio, así como el interés de 
demora (articulo 16, del citado Real Decreto 520/2005).

Al margen de lo anterior y teniendo en cuenta la interpretación contenida en sentencias mas recientes, y 
referidas al asunto concreto de la liquidación de intereses de demora en unidad de acto con la devolución 
de ingresos indebidos, como por ejemplo la Sentencia del Tribunal Supremo (Sala Tercera) 8527/2012, de 
17 de diciembre, que en su Fundamento Jurídico Tercero enlaza la calificación de un ingreso como indebido, 
lo que acarrea como “necesaria consecuencia la aplicación del mencionado artículo 32 LGT, que impone su 
devolución, en el importe realmente ingresado con el devengo del interés de demora desde la fecha en que se 
hubiera realizado dicho ingreso hasta la fecha en que se ordene el pago de la devolución”.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/instamos-a-que-se-proceda-a-la-liquidacion-y-abono-de-los-intereses-de-demora-devengados-desde-la


1. Administraciones Locales - 13
Desglose por temas · IAC 2018

Añadiendo el propio Fundamento Jurídico Tercero citado, lo que sigue: “En este mismo sentido la sentencia dictada 
en el recurso 3/2008 (en el recurso de casación en interés de ley) realiza un examen detallado de la evolución de la 
devolución de ingresos indebidos a lo largo de los diversos preceptos que se le han aplicado y que en relación a la 
ley 58/2003 señala que: “En la nueva LGT 58/2003, de 17 de diciembre [...], se declara, en su artículo 32.2 que “con la 
devolución de ingresos indebidos, la Administración abonará el interés de demora regulado en el art. 26 de la misma 
Ley [...], sin necesidad de que el obligado tributario lo solicite”, teniendo en cuenta que “a estos efectos, el interés de 
demora se devengará desde la fecha en que se hubiese realizado el ingreso indebido hasta la fecha en que se orden 
el pago de la devolución”; y en su art. 221.2, que “cuando el derecho a la devolución se hubiera reconocido... en 
virtud de un acto administrativo o una resolución económico administrativa o judicial, se procederá a la ejecución 
de la devolución en los términos que reglamentariamente se establezcan”.

Así pues, en las presentes actuaciones y teniendo en cuenta las previsiones de la LGT y la interpretación 
jurisprudencial citada, consideramos ajustado a derecho que la Administración recaudadora, -gestora tributaria por 
delegación- liquidase los intereses de demora, si no deseaba incurrir en un enriquecimiento injusto; debiendo con 
posterioridad reclamar si lo estimase procedente contra la Gerencia Territorial del Catastro.

Por todo lo anterior nuestra Recomendación solicitaba que se procediera a revocar la resolución expuesta [del 
Servicio], y se procediera a la liquidación y abono de los intereses de demora devengados desde la fecha en que se 
produjeron los ingresos indebidos, conforme solicitaron los interesados.

La Administración nos contestó que su resolución al respecto fue la que se adoptó en su momento, sin que pareciere 
estar dispuesta a revisarla en el sentido que propugnábamos, a la vista de su escueta contestación, dejando suscitada la 
correspondiente discrepancia técnica por lo que reseñamos la presente queja y la queja 18/2198, promovida 
por los mismos motivos ante el Servicio Provincial de Gestión y Recaudación de la Diputación Provincial de Jaén.

1.1.2.2 Administraciones Públicas y Ordenación Económica

1.1.2.2.1 Transparencia

En este apartado reseñamos la queja 17/2144 tramitada ante el Ayuntamiento de Utrera, sobre falta de 
respuesta al escrito de un representante de una asociación política, solicitando diversa información relativa al 
detalle de una serie de gastos relacionados con campaña propagandística realizada en ejercicio anterior (2017) por 
la Administración municipal.

Como quiera que la queja fue formulada al amparo de la normativa de procedimiento común, ante la falta de 
respuesta del referido Ayuntamiento a aquella solicitud de información del interesado y a la propia Institución 
del Defensor del Pueblo Andaluz, formulamos a la Administración municipal Recordatorio del deber de resolver 
expresamente, conforme a lo establecido en el artículo 21 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, sobre Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

El precepto señalado establece la obligación de la Administración de dictar resolución expresa y de notificarla en 
todos los procedimientos, sin perjuicio de que en el procedimiento intervenga prescripción, renuncia, caducidad 
o desistimiento, o bien la desaparición sobrevenida de su objeto. En el presente caso, como en otros de falta de 
respuesta administrativa, debemos hacer referencia a la jurisprudencia creada en torno al control constitucional de 
las resoluciones judiciales que declaran la extemporaneidad de recursos contencioso-administrativos interpuestos 
contra la desestimación por silencio administrativo de solicitudes o reclamaciones de los interesados.

Así en nuestro Recordatorio al Ayuntamiento de Utrera, citábamos, a tal efecto, la Sentencia 72/2008, de 23 
de junio de 2008, dictada por la Sala Primera del Tribunal Constitucional en el Recurso de amparo 6615-2005, 
Fundamento Jurídico 3:

«Se ha venido reiterando, conforme a esta jurisprudencia constitucional, que el silencio administrativo 
negativo es simplemente una ficción legal que responde a la finalidad de que el administrado pueda acceder 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-que-le-devuelvan-a-una-persona-una-cantidad-pendiente-de-pago-por-error-en-el-cobro-del-ibi
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-al-ayuntamiento-de-utrera-que-atienda-la-solicitud-de-informacion-de-un-vecino

	ESTE TEMA EN OTRAS MATERIAS
	1.1. Administraciones Públicas, Tributarias y Ordenación Económica
	1.1.2.1.5 Los procedimientos de revisión en garantía de los derechos del contribuyente





